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Ordenanza Municipal No. 01-2024 

EL CONCEJO DEL GOBIERNO AUTONOMO DESCENTRALIZADO 
MUNICIPAL DEL CANTÓN GENERAL ANTONIO ELIZALDE (BUCAY) 

CONSIDERANDO: 
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Que,

Que,
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Que,

Que,

Que,

 EXPIDE LA SIGUIENTE: 

TÍTULO I  

DE LOS ASPECTOS GENERALES 

CAPITULO I  
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DEL OBJETO, ÁMBITO, SUJETOS Y FINES 

Art. 1.- Objeto. -

Art. 2.- Declaración de Política Pública. -

Art. 3.- Ámbito. -

Art. 4.- Sujetos de Protección.-

Art. 5.- Inclusión y Accesibilidad. -

Art. 6.- Fines. -
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CAPITULO II  

DE LOS PRINCIPIOS Y ENFOQUES 

Art. 7.- Principios. -

 Igualdad. -

 No discriminación. -

 Responsabilidad social colectiva.

 Principio pro homine.

 Participación. -

 Celeridad y eficacia. -

 Interculturalidad. -

 Valoración de las diversidades.
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 Interés superior del niño/a.-

 Atención prioritaria. -

 Accesibilidad. -

 Inclusión. -

 Solidaridad. -

 Coordinación y corresponsabilidad. -

 Coordinación y responsabilidad del Estado. -

Art. 8.- Enfoques. -

Enfoque de derechos humanos,

Enfoque de género

Enfoque de interculturalidad,
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TÍTULO II 

 DE LA POLÍTICA PÚBLICA CANTONAL EN MATERIA DE DISCAPACIDADES 

CAPÍTULO I 

DE LA GENERACIÓN DE INFORMACIÓN Y DE LOS INSTRUMENTOS MUNICIPALES DE 
PLANIFICACIÓN CANTONAL  

Art. 9.- Generación de Información.

Art. 10.- -

TÍTULO III 

DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, SUS DERECHOS, GARANTÍAS Y BENEFICIOS 

CAPÍTULO I 

DE LA ACREDITACIÓN DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

Art. 11.- Documento Habilitante. -

CAPÍTULO II  

DE LA PREVENCIÓN A LA DISCRIMINACIÓN 

Art. 12.- De la Información, Socialización, Sensibilización y Capacitación.-
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Art. 13.- De la Información, Socialización y Sensibilización. -

 De la difusión de información. -

 De la socialización. -

 De los procesos de sensibilización. -

Art. 14.- Capacitación y Sensibilización a Servidoras y Servidores Públicos.-

CAPÍTULO III 

DE LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD 
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SECCIÓN PRIMERA 

DE LAS ACCIONES AFIRMATIVAS Y DE LA ATENCIÓN PRIORITARIA 

Art. 15.- -

Art. 16.- .-

 

 

AL MEDIO FÍSICO 

Art. 17.- 
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Art. 18.-

CÓDIGO   

NORMA TÉCNICA  DESCRIPCIÓN  
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Art. 19.- Unidades y abreviaturas. -

Art. 20.- -

Art. 21.- -

Art. 22.- -

Art. 23.-

 

Art. 24-

Art. 25.-
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Art. 26.-

Art. 27.- Accesibilidad en el transporte. -
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Art. 28.- Estacionamientos. -

Art. 29.- Obligación de los prestatarios del transporte público. -

Art. 30.- Obligación de las operadoras del transporte público.-

Art. 31.- Transporte público comercial. -

SECCIÓN TERCERA  

DE LA INCLUSIÓN Y DESARROLLO SOCIAL 

PARÁGRAFO I  

DE LA SALUD 

Art. 32.-
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Art. 33.-

 

Art. 34.-

Art. 35.-

Art. 36.-

CAPÍTULO I  

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES 

Art. 37.- Sanción.-

Art. 38.- Personal Sancionador. -

Art. 39.- Infracciones y Sanciones.

Infracciones Leves. -
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Infracciones Graves. -

Infracción muy grave. -

CAPITULO II  

DEL PROCEDIMIENTO 

Art. 40.- Legitimación activa. -

Art. 41.- Inicio del Procedimiento y Contenido del Reclamo Administrativo. -
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Art. 42.- -

 
 
 

 

Art. 43.- -

 

Art. 44.- 
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Art. 45.- Resolución. -
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Art. 46.- Aplicación de Recursos: -

Art. 47.- Desistimiento. -

Art. 48.- Duración máxima del procedimiento administrativo. –

Art. 49.- Sanciones por denegación de justicia. -

Art. 50.- Destino de las multas. -

Art. 51.- Coactiva. -

Art. 52.- Destino de las multas. -

DISPOSICIONES GENERALES 

PRIMERA. -

SEGUNDA. -

TERCERA. -
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CUARTA. -

 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 

PRIMERA.-

SEGUNDA. -

TERCERA

CUARTA. -

QUINTA. -

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

ÚNICA.-

DISPOSICIÓN FINAL 

ÚNICA.- 

Dado y suscrito en la Sala de Sesiones del Concejo Municipal del Gobierno 
Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón General Antonio Elizalde (Bucay), 
a los cinco días del mes de marzo del año dos mil veinticuatro. 

ALCALDE  DEL CANTÓN GENERAL                SECRETARIA DEL CONCEJO SUBROGANTE     
ANTONIO ELIZALDE (BUCAY)                                                                                                                   

Firmado electrónicamente por:

ALEJANDRO MAURICIO
ROSADO MENDOZA

Firmado electrónicamente por:

PATRICIA FABIOLA
GAVILANEZ CRUZ
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Secretaría Municipal, 
CERTIFICO:  

SECRETARIA DEL CONCEJO SUBROGANTE 
 
Alcaldía del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón General 
Antonio Elizalde (Bucay). 

SANCIONO  

,
PROMULGACIÓN

                                                  ALCALDE  DEL CANTÓN GENERAL 
                                                      ANTONIO ELIZALDE (BUCAY) 
 
 
Secretaría Municipal,

CERTIFICA

 

SECRETARIA DEL CONCEJO SUBROGANTE

Firmado electrónicamente por:

ALEJANDRO MAURICIO
ROSADO MENDOZA

Firmado electrónicamente por:

PATRICIA FABIOLA
GAVILANEZ CRUZ

Firmado electrónicamente por:

PATRICIA FABIOLA
GAVILANEZ CRUZ
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REFORMA A LA ORDENANZA PARA LA APLICACIÓN DE REMISIÓN DE 
INTERESES DE MORA, MULTAS Y RECARGOS SOBRE LOS TRIBUTOS 

LOCALES ADMINISTRADOS POR EL GOBIERNO AUTONOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN ISABELA Y SU EMPRESA 

PUBLICA MUNICIPAL. 

EL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DE ISABELA  

Considerando: 

Que, el artículo 1 de la Constitución de la República del Ecuador (CRE) determina que 
el Ecuador es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, 
soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico; 

Que, el Estado constitucional de derechos y justicia, que se gobierna de manera 
descentralizada, da prioridad a los derechos fundamentales de los sujetos de 
protección, que se encuentran normativamente garantizados, derechos que son 
exigibles y justiciables a través de las garantías jurisdiccionales reguladas en la Ley 
Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional y en normativa 
jurídica supletoria;  

Que, el numeral dos del artículo 18 de la Constitución de la República del Ecuador 
establece que es derecho de todas las personas “Acceder libremente a la información 
generada en entidades públicas, o en las privadas que manejen fondos del Estado o 
realicen funciones públicas. No existirá reserva de información excepto en los casos 
expresamente establecidos en la ley. En caso de violación a los derechos humanos, 
ninguna entidad pública negará la información”; 

Que el numeral vigésimo quinto del artículo 66 de la misma norma constitucional, 
reconoce y garantiza “El derecho a acceder a bienes y servicios públicos de 
calidad…”, para lo cual se requiere una debida estructuración institucional, que 
permita hacer efectivos los derechos de las personas y contribuya a brindar servicios 
de calidad; 

Que, el artículo 225 de la CRE dispone que el sector público comprende: 2. Las 
entidades que integran el régimen autónomo descentralizado; 3. Los organismos y 
entidades creados por la Constitución o la ley para el ejercicio de la potestad estatal, 
para la prestación de servicios públicos o para desarrollar actividades económicas 
asumidas por el Estado; 4. Las personas jurídicas creadas por acto normativo de los 
gobiernos autónomos descentralizados para la prestación de servicios públicos;   

Que, el artículo 238 de la norma fundamental ibídem dispone que los gobiernos 
autónomos descentralizados gozarán de autonomía política, administrativa y 
financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, subsidiariedad, equidad 
interterritorial, integración y participación ciudadana. En ningún caso el ejercicio de la 
autonomía permitirá la secesión del territorio nacional;  

Que, el artículo 55 literal e) del Código Orgánico de Organización Territorial, 
Autonomía y Descentralización (COOTAD), en su parte pertinente determina:  
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“Competencias exclusivas del gobierno autónomo descentralizado municipal.- los 
gobiernos autónomos descentralizados municipales tendrán las siguientes 
competencias exclusivas sin perjuicio de otras que determine la ley: e) Crear, 
modificar, exonerar o suprimir mediante ordenanzas, tasas, tarifas y contribuciones 
especiales de mejoras”; 

Que, el artículo 185 IBIDEM, dispone “Impuestos municipales. - Los gobiernos 
municipales y distritos autónomos metropolitanos, además de los ingresos propios que 
puedan generar, serán beneficiarios de los impuestos establecidos en la ley”; 
 
Que, el artículo 186 del COOTAD menciona que la “Facultad tributaria.-.- Los 
gobiernos autónomos descentralizados municipales y distritos metropolitanos 
mediante ordenanza podrán crear, modificar, exonerar o suprimir, tasas y 
contribuciones especiales de mejoras generales o específicas, por procesos de 
planificación o administrativos que incrementen el valor del suelo o la propiedad; por 
el establecimiento o ampliación de servicios públicos que son de su responsabilidad; 
el uso de bienes o espacios públicos; y, en razón de las obras que ejecuten dentro del 
ámbito de sus competencias y circunscripción, así como la regulación”; 
 
Que, el artículo 493 del COOTAD, menciona, Responsabilidad personal. - Los 
funcionarios que deban hacer efectivo el cobro de los tributos o de las obligaciones de 
cualquier clase a favor de la municipalidad o distrito metropolitano, serán personal y 
pecuniariamente responsables por acción u omisión en el cumplimiento de sus 
deberes; 
 
Que, las normas de la Ley Orgánica de Eficiencia Económica y Generación de 
Empleo, tienen el carácter de orgánica y prevalecerán sobre cualquiera otras, sea de 
carácter general o especial, que se opongan a ellas; y, no podrán ser modificadas o 
derogadas por otras leyes, sino por aquellas que expresamente se dicten para tal fin; 
 
Que, la Disposición Transitoria Segunda de la Ley Orgánica de Eficiencia Económica 
y Generación de Empleo, en la Segunda Disposición Transitoria, menciona: Los 
Gobiernos Autónomos Descentralizados, así como sus empresas amparadas en la 
Ley Orgánica de Empresas Públicas, agencias, instituciones y entidades adscritas, 
podrán disponer la remisión del 100% de intereses, multas y recargos derivados de 
los tributos cuya administración y recaudación les corresponda, inclusive el impuesto 
al rodaje. 
Para tal efecto los GAD deberán emitir una Ordenanza en un término máximo de 45 
días. 
El pago deberá realizarse en un plazo máximo de 150 días contados a partir de la 
publicación de esta ley independientemente del tiempo de emisión de la ordenanza;  
 
Que, el inciso final de la Segunda Disposición Transitoria, de la Ley Orgánica de 
Eficiencia Económica y Generación de Empleo, indica: Esta remisión seguirá las 
mismas disposiciones establecidas en la Disposición Transitoria Primera, a excepción 
del último inciso; 
 
Que, la Disposición Reformatoria Segunda, de la Ley de Competitividad Energética 
publicada en el R.O. 475 jueves 11 enero 2024. (Ley COE), dice: En la Ley Orgánica 
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de Urgencia Económica "Ley Orgánica de Eficiencia Económica y Generación de 
Empleo”, realícese la siguiente reforma: Sustitúyase la Disposición Transitoria 
Primera, por la siguiente: “Disposición Transitoria Primera.- Los contribuyentes que 
paguen total o parcialmente las obligaciones tributarias derivadas de los tributos cuya 
administración y recaudación le correspondan al Servicio de Rentas Internas, y que 
hayan sido generadas hasta el 31 de diciembre del 2023, gozarán de la remisión del 
100% de intereses, multas y recargos respecto del capital pagado. Para el efecto, el 
pago deberá realizarse hasta el 31 de julio de 2024”; 
 
Que, el Concejo Municipal de Isabela mediante sesión extraordinaria de fecha 20 de 
diciembre del 2023 aprueba la ORDENANZA PARA LA APLICACIÓN DE REMISIÓN 
DE INTERESES DE MORA, MULTAS Y RECARGOS SOBRE LOS TRIBUTOS 
LOCALES ADMINISTRADOS POR EL GOBIERNO AUTONOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN ISABELA Y SU EMPRESA 
PUBLICA MUNICIPAL; 
 
Que, el Art. 3 de la Ordenanza Ibídem, establece las reglas para acogerse a los 
beneficios tributarios de remisión de intereses, multas y recargos dentro del plazo de 
noventa días calendario, desde el 15 de enero del 2024; 
 
Que, ante la difícil situación que se mantiene en nuestro cantón por la crisis económica 
que afectó a todas las familias y emprendedores de Isabela por la Pandemia del 
COVID 19, es importante seguir brindando los beneficios tributarios al amparo de la 
Ley Orgánica de Urgencia Económica Ley Orgánica de Eficiencia Económica y 
Generación de Empleo; y, en la Ley Orgánica de Competitividad Energética; y,  

En uso de las atribuciones legales que le confiere los artículos 7, 57 letras a), b), c) y 
322 del Código Orgánico de Organización Territorial Autonomía y Descentralización, 
el Concejo Cantonal de Isabela, 

Expide: 

LA REFORMA A LA ORDENANZA PARA LA APLICACIÓN DE REMISIÓN DE 
INTERESES DE MORA, MULTAS Y RECARGOS SOBRE LOS TRIBUTOS 

LOCALES ADMINISTRADOS POR EL GOBIERNO AUTONOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN ISABELA Y SU EMPRESA 

PUBLICA MUNICIPAL. 
 

Artículo 1.- Sustitúyase el artículo 3, por el siguiente: 
 
Art. 3.- Remisión de intereses, multas y recargos: Se dispone la remisión de 
intereses, multas y recargos derivados de obligaciones tributarias cuya administración 
o recaudación le corresponde única y directamente al GAD Municipal del cantón 
Isabela o a su Empresa Pública Municipal. Dichas obligaciones están contenidas en 
los títulos de crédito, ordenes de cobro, liquidaciones o cualquier otro acto de 
determinación de obligación tributaria, emitido por el Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal del cantón Isabela o por su Empresa Pública Municipal y 
conforme a las siguientes reglas: 
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a. La remisión de intereses, mora, multas, y recargos será del cien por ciento 
(100%) si el pago es de la totalidad de la obligación tributaria vencida (capital) 
o en abonos, realizados hasta el 31 de julio de 2024, caso contrario se emitirán 
los títulos de créditos por la totalidad de los intereses, mora, multas y recargos. 

 
b. Cumplido el plazo de la remisión de intereses, mora, multas, y recargos, la 

Tesorería Municipal, a través del área de Coactivas, iniciará los procesos 
legales pertinentes para la recuperación de la totalidad de la deuda vencida. 

 
 

DISPOSICION FINAL 
 
Primera: La presente reforma a la Ordenanza, entrará en vigencia a partir de su 
sanción, sin perjuicio de la fecha de su publicación en el Registro Oficial, de 
conformidad con el inciso primero del Art. 324 del COOTAD. 
 
 
Dado y firmado en la sala de sesiones del Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal del cantón Isabela, a los veintinueve días del mes de abril del dos mil 
veinticuatro.  
 
 
 
 
 Ing. Víctor Alfredo Morocho Caraguay                 Ab. Luis Fernando Patiño Pullaguari, Mgs. 
ALCALDE GAD MUNICIPAL DE ISABELA         SECRETARIO GENERAL GAD MUNICIPAL ISABELA
  
 
CERTIFICO: Que la presente “REFORMA A LA ORDENANZA PARA LA APLICACIÓN 
DE REMISIÓN DE INTERESES DE MORA, MULTAS Y RECARGOS SOBRE LOS 
TRIBUTOS LOCALES ADMINISTRADOS POR EL GOBIERNO AUTONOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN ISABELA Y SU EMPRESA 
PUBLICA MUNICIPAL”, fue discutida y aprobada por el Concejo Cantonal del 
Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del Cantón Isabela, en dos sesiones 
ordinaria y extraordinaria, el primer debate celebrada el 24 de abril del 2024 y el 
segundo debate el 29 de abril de 2024 respectivamente, conforme consta en las acta 
y resoluciones de las sesiones del Concejo del Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal del cantón Isabela.- Lo certifico. Puerto Villamil, 29 de abril de 2024. 
 
 

 
 

Ab. Luis Fernando Patiño Pullaguari, Mgs. 
SECRETARIO GENERAL DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO  

MUNICIPAL DEL CANTON ISABELA 
 
SECRETARÍA GENERAL.- En esta fecha remito la presente “REFORMA A LA 
ORDENANZA PARA LA APLICACIÓN DE REMISIÓN DE INTERESES DE MORA, 
MULTAS Y RECARGOS SOBRE LOS TRIBUTOS LOCALES ADMINISTRADOS POR 
EL  GOBIERNO  AUTONOMO     DESCENTRALIZADO   MUNICIPAL DEL CANTÓN  

Firmado electrónicamente por:

VICTOR ALFREDO
MOROCHO CARAGUAY

Firmado electrónicamente por:

LUIS FERNANDO
PATINO PULLAGUARI

Firmado electrónicamente por:

LUIS FERNANDO
PATINO PULLAGUARI
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ISABELA Y SU EMPRESA PUBLICA MUNICIPAL”, al Ingeniero Víctor Alfredo 
Morocho Caraguay, Alcalde del Cantón Isabela, para que la sancione o la observe 
como dispone la Ley. CERTIFICO: Isabela, 01 de mayo del 2024. 
 
 
 
 

Ab. Luis Fernando Patiño Pullaguari, Mgs. 
SECRETARIO GENERAL DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO  

MUNICIPAL DEL CANTON ISABELA 
 
ALCALDIA DEL GOBIERNO AUTONOMO DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL 
CANTON ISABELA.- De conformidad con los Arts. 322 y 324 del COOTAD, 
SANCIONO la presente “REFORMA A LA ORDENANZA PARA LA APLICACIÓN DE 
REMISIÓN DE INTERESES DE MORA, MULTAS Y RECARGOS SOBRE LOS 
TRIBUTOS LOCALES ADMINISTRADOS POR EL GOBIERNO AUTONOMO  
 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN ISABELA Y SU EMPRESA 
PUBLICA MUNICIPAL” y ordeno su PROMULGACIÓN en la Gaceta Oficial, en el 
portal WEB institucional y en el Registro Oficial, al primer día del mes de mayo del año 
dos mil veinticuatro.- Puerto Villamil, 01 de mayo del 2024. 
 
 

 
 

Ing. Víctor Alfredo Morocho Caraguay 
ALCALDE DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO 

MUNICIPAL DEL CANTON ISABELA 
 
CERTIFICO QUE: El Ingeniero Víctor Alfredo Morocho Caraguay, Alcalde del Cantón 
Isabela, firmó y sancionó la “REFORMA A LA ORDENANZA PARA LA APLICACIÓN 
DE REMISIÓN DE INTERESES DE MORA, MULTAS Y RECARGOS SOBRE LOS 
TRIBUTOS LOCALES ADMINISTRADOS POR EL GOBIERNO AUTONOMO 
DESCENTRALIZADO MUNICIPAL DEL CANTÓN ISABELA Y SU EMPRESA 
PUBLICA MUNICIPAL”, el primero de mayo del año dos mil veinticuatro. - Puerto 
Villamil, 01 de mayo del 2024.  
 
 
 
 

Ab. Luis Fernando Patiño Pullaguari, Mgs. 
SECRETARIO GENERAL DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO 

MUNICIPAL DEL CANTON ISABELA 
 
 

Firmado electrónicamente por:

LUIS FERNANDO
PATINO PULLAGUARI

Firmado electrónicamente por:

VICTOR ALFREDO
MOROCHO CARAGUAY

Firmado electrónicamente por:

LUIS FERNANDO
PATINO PULLAGUARI
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CONSIDERANDO: 
 
Que, el artículo 1 de la Constitución de la República del determina que: “El Ecuador 
es un Estado constitucional de derechos y justicia, social, democrático, soberano, 
independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico. Se organiza en forma de 
república y se gobierna de manera descentralizada. (.. ) La soberanía radica en el 
pueblo, cuya voluntad es el fundamento de la autoridad, y se ejerce a través de los 
órganos del poder público y de las formas de participación directa previstas en la 
Constitución. (...) Los recursos naturales no renovables del territorio del Estado 
pertenecen a su patrimonio inalienable, irrenunciable e imprescriptible.”; 
 
Que, el artículo 3 de la Constitución de la República del Ecuador, numeral 1, 
determina como deberes del estado: “Garantizar sin discriminación alguna el 
efectivo goce de los derechos establecidos en la Constitución y en los instrumentos 
internacionales (…)”; 
 
Que, el artículo 3 de la Constitución de la República del Ecuador, numeral 5, 
determina como deberes del estado: “Planificar el desarrollo nacional, erradicar la 
pobreza, promover el desarrollo sustentable y la redistribución equitativa de los 
recursos y la riqueza, para acceder al buen vivir”; 
 
Que, el artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador, señala los 
principios para ejercer los derechos y determina en los numerales: “1.- Los derechos 
se podrán ejercer, promover y exigir de forma individual o colectiva ante las 
autoridades competentes; estas autoridades garantizarán su cumplimiento; 2.- Todas 
las personas son iguales y gozarán de los mismos derechos, deberes y oportunidades. 
(…) El Estado adoptará medidas de acción afirmativa que promuevan la igualdad 
real en favor de los titulares de derechos que se encuentren en situación de 
desigualdad; núm. 3.- Los derechos y garantías establecidos en la Constitución y en 
los instrumentos internacionales de derechos humanos serán de directa e inmediata 
aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público, administrativo o judicial, 
de oficio o a petición de parte; núm. 4. Ninguna norma jurídica podrá restringir el 
contenido de los derechos ni de las garantías constitucionales; y, 5. En materia de 
derechos y garantías constitucionales, las servidoras y servidores públicos, 
administrativos o judiciales, deberán aplicar la norma y la interpretación que más 
favorezcan su efectiva vigencia”;  
 
Que, el artículo 33 de la Constitución de la República del Ecuador, determina que: 
“El trabajo es un derecho y un deber social, y un derecho económico, fuente de 
realización personal y base de la economía. El Estado garantizará a las personas 
trabajadoras el pleno respeto a su dignidad, una vida decorosa, remuneraciones y 
retribuciones justas y el desempeño de un trabajo saludable y libremente escogido o 
aceptado.”; 
 
Que, el artículo 66, numeral 2 de la Constitución de la República del Ecuador, 
determina: “El derecho a una vida digna, que asegure la salud, alimentación y 
nutrición, agua potable, vivienda, saneamiento ambiental, educación, trabajo, 
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empleo, descanso y ocio, cultura física, vestido, seguridad social y otros servicios 
sociales necesarios”. 
 
Que, el artículo 66, numeral 15 de la Constitución de la República del Ecuador, 
determina: “El derecho a desarrollar actividades económicas, en forma individual o 
colectiva, conforme a los principios de solidaridad, responsabilidad social y 
ambiental”, y en su numeral 17. El derecho a la libertad de trabajo. Nadie será 
obligado a realizar un trabajo gratuito o forzoso, salvo los casos que determine la ley”; 
 
Que, el artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador, determina que: 
“El derecho a la seguridad jurídica se fundamenta en el respeto a la Constitución y 
en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y aplicadas por las 
autoridades competentes.”; 
 
Que, el artículo 85, de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: 
“La formulación, ejecución, evaluación y control de las políticas públicas y servicios 
públicos que garanticen los derechos reconocidos por la Constitución, se regularán 
de acuerdo con las siguientes disposiciones: núm. 2. Sin perjuicio de la prevalencia 
del interés general sobre el interés particular, cuando los efectos de la ejecución de 
las políticas públicas o prestación de bienes o servicios públicos vulneren o 
amenacen con vulnerar derechos constitucionales, la política o prestación deberá 
reformularse o se adoptarán medidas alternativas que concilien los derechos en 
conflicto.”; 
 
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador, determina que: 
“Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal 
ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento 
de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la 
Constitución.”;  
 
Que, el artículo 240 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: 
“Los gobiernos autónomos descentralizados de las regiones, distritos metropolitanos, 
provincias y cantones tendrán facultades legislativas en el ámbito de sus 
competencias y jurisdicciones territoriales (…); 
 
Que, el artículo 241 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “La 
planificación garantizará el ordenamiento territorial y será obligatoria en todos los 
gobiernos autónomos descentralizados”: 
 
Que, el artículo 264 de la Constitución de la República del Ecuador, determina que: 
“Los gobiernos municipales tendrán las siguientes competencias exclusivas sin 
perjuicio de otras que determine la ley: núm.1. Planificar el desarrollo cantonal y 
formular los correspondientes planes de ordenamiento territorial, de manera 
articulada con la planificación nacional, regional, provincial y parroquial, con el fin 
de regular el uso y la ocupación del suelo urbano y rural; y núm. 2. Ejercer el control 
sobre el uso y ocupación del suelo en el cantón.”; 
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Que, el artículo 276, numeral 1, de la Constitución de la República del Ecuador, del 
régimen de desarrollo, dispone: “Mejorar la calidad y esperanza de vida, y aumentar 
las capacidades y potencialidades de la población en el marco de los principios y 
derechos que establece la Constitución”.  
 
Que, el artículo 277, numeral 2, de la Constitución de la República del Ecuador, de 
los deberes del Estado, determina: “Dirigir, planificar y regular el proceso de 
desarrollo; y núm. 5. Impulsar el desarrollo de las actividades económicas mediante 
un orden jurídico e instituciones políticas que las promuevan, fomenten y defiendan 
mediante el cumplimiento de la Constitución y la ley”;  
 
Que, el artículo 284, numeral 6, de la Constitución de la República del Ecuador, de 
los objetivos de la política económica, establece: “Impulsar el pleno empleo y valorar 
todas las formas de trabajo, con respeto a los derechos laborales”;  
 
Que, el artículo 325 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “El 
Estado garantizará el derecho al trabajo. Se reconocen todas las modalidades de 
trabajo, en relación de dependencia o autónomas, con inclusión de labores de 
autosustento y cuidado humano; y como actores sociales productivos, a todas las 
trabajadoras y trabajadores”. 
 
Que, el artículo 424 de la Constitución de la República del Ecuador, establece que: 
“La Constitución es la norma suprema y prevalece sobre cualquier otra del 
ordenamiento jurídico. Las normas y los actos del poder público deberán mantener 
conformidad con las disposiciones constitucionales; en caso contrario carecerán de 
eficacia jurídica”;  
 
Que, el artículo 5, del Código Orgánico de Ordenamiento Territorial Autonomía y 
Descentralización, establece que: “Autonomía. - La autonomía política, 
administrativa y financiera de los gobiernos autónomos descentralizados y regímenes 
especiales prevista en la Constitución comprende el derecho y la capacidad 
efectiva de estos niveles de gobierno para regirse mediante normas y órganos de 
gobierno propios (…)”;  
 
Que, el artículo 7, del Código Orgánico de Ordenamiento Territorial Autonomía y 
Descentralización, de la facultad normativa, determina que: “Para el pleno ejercicio 
de sus competencias y de las facultades que de manera concurrente podrán asumir, 
se reconoce a los consejos regionales y provinciales concejos metropolitanos y 
municipales, la capacidad para dictar normas de carácter general a través de 
ordenanzas, acuerdos y resoluciones, aplicables dentro de su circunscripción 
territorial (…)”; 
  
Que, el artículo 54, literal a) del Código Orgánico de Ordenamiento Territorial 
Autonomía y Descentralización, de las funciones, señala: “Promover el desarrollo 
sustentable de su circunscripción territorial cantonal, para garantizar la realización 
del buen vivir a través de la implementación de políticas públicas cantonales, en el 
marco de sus competencias constitucionales y legales”; 
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Que, el artículo 54, literal b) del Código Orgánico de Ordenamiento Territorial 
Autonomía y Descentralización, de las funciones, determina: “Diseñar e implementar 
políticas de promoción y construcción de equidad e inclusión en su territorio, en el 
marco de sus competencias constitucionales y legales”; 
 
Que, el artículo 54, literal c) del Código Orgánico de Ordenamiento Territorial 
Autonomía y Descentralización, de las funciones, manifiesta: “Establecer el régimen 
de uso del suelo y urbanístico (…)”;  
 
Que, el artículo 55, literal b), del Código Orgánico de Ordenamiento Territorial 
Autonomía y Descentralización, de las competencias, señala: “Ejercer el control 
sobre el uso y ocupación del suelo en el cantón (…)”;  
 
Que, el artículo 57, literal a) del Código Orgánico de Ordenamiento Territorial 
Autonomía y Descentralización, de las atribuciones del concejo, determina: “El 
ejercicio de la facultad normativa en las materias de competencia del gobierno 
autónomo descentralizado municipal, mediante la expedición de ordenanzas 
cantonales, acuerdos y resoluciones”; 
 
Que, el artículo 57, literal x) del Código Orgánico de Ordenamiento Territorial 
Autonomía y Descentralización, de las atribuciones del concejo, señala: “Regular y 
controlar, mediante la normativa cantonal correspondiente, el uso del suelo en el 
territorio del cantón, de conformidad con las leyes sobre la materia, y establecer el 
régimen urbanístico de la tierra”;  
 
Que, el artículo 322 del Código Orgánico de Ordenamiento Territorial Autonomía y 
Descentralización, de las decisiones legislativas, señala que: “Los consejos regionales 
y provinciales y los concejos metropolitanos y municipales aprobarán ordenanzas 
regionales, provinciales, metropolitanas y municipales, respectivamente, con el voto 
conforme de la mayoría de sus miembros.”;  
 
Que, el artículo 9 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, de la 
planificación del desarrollo, determina que: “La planificación del desarrollo se orienta 
hacia el cumplimiento de los derechos constitucionales, el régimen de desarrollo y el 
régimen del buen vivir, y garantiza el ordenamiento territorial. El ejercicio de las 
potestades públicas debe enmarcarse en la planificación del desarrollo que 
incorporará los enfoques de equidad, plurinacionalidad e interculturalidad.”; 
 
Que, el artículo 12 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, dispone 
que: “La planificación del desarrollo y el ordenamiento territorial es competencia de 
los gobiernos autónomos descentralizados en sus territorios (…)”;  
 
Que, en el artículo 44, literal b) del Código Orgánico de Planificación y Finanzas 
Públicas, de las disposiciones generales, señala que: “Los planes de ordenamiento 
territorial cantonal y/o distrital definirán y regularán el uso y ocupación del suelo que 
contiene la localización de todas las actividades que se asiente en el territorio y las 
disposiciones normativas que se definan para el efecto”; 
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Que, el artículo 5, numeral 2 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y 
Gestión del Suelo, de los principios rectores, determina que: “La equidad territorial y 
justicia social. Todas las decisiones que se adopten en relación con el territorio 
propenderán a garantizar a la población que se asiente en él, igualdad de 
oportunidades para aprovechar las opciones de desarrollo sostenible y el acceso a 
servicios básicos que garanticen el Buen Vivir.”; 
 
Que, el artículo 5, numeral 4, de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y 
Gestión del Suelo, de los principios rectores, establece: “La coherencia. Las 
decisiones respecto del desarrollo y el ordenamiento territorial, uso y gestión del suelo 
deben guardar coherencia y armonía con las realidades sociales, culturales, 
económicas y ambientales propias de cada territorio”; 
 
Que, el artículo 6 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del 
Suelo, del ejercicio de los derechos de las personas sobre el suelo, señala: “Las 
competencias y facultades públicas a las que se refiere esta Ley estarán orientadas 
a procurar la efectividad de los derechos constitucionales de la ciudadanía. En 
particular los siguientes: 1. El derecho a un hábitat seguro y saludable; 2. El derecho 
a una vivienda adecuada y digna; 3. El derecho a la ciudad; 4. El derecho a la 
participación ciudadana, y, 5. El derecho a la propiedad en todas sus formas.”; 
 
Que, el artículo 16 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del 
Suelo, determina que: “El suelo es el soporte físico de las actividades que la población 
lleva a cabo en búsqueda de su desarrollo integral sostenible y en el que se 
materializan las decisiones y estrategias territoriales, de acuerdo con las dimensiones 
social, económica, cultural y ambiental.”;  
 
Que, el artículo 44 de la Ley Orgánica de Ordenamiento Territorial, Uso y Gestión del 
Suelo, de la gestión del suelo, señala que: “La gestión del suelo es la acción y efecto 
de administrarlo, en función de lo establecido en los planes de uso y gestión de suelo 
y sus instrumentos complementarios, con el fin de permitir el acceso y 
aprovechamiento de sus potencialidades de manera sostenible y sustentable, 
conforme con el principio de distribución equitativa de las cargas y los beneficios.”;  
 
En ejercicio de las atribuciones determinadas en el artículo 240 de la Constitución de 
la República del Ecuador; artículos 57 y 322 del Código Orgánico de Organización 
Territorial Autonomía y Descentralización: 
 

EXPIDE:  
 

 SEGUNDA ORDENANZA REFORMATORIA A LA ORDENANZA QUE APRUEBA LA 
ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE DESARROLLO Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y LA 
ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE USO Y GESTIÓN DEL SUELO DEL CANTÓN LATACUNGA 
 
Art. 1.- Reemplácese en la DISPOSICIÓN TRANSITORIA QUINTA el texto “24 meses” por 
“36 meses”, quedando de la siguiente manera: 
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“QUINTA. - Los usos de suelo prohibidos en la zonificación de uso y ocupación del 
suelo y que se encuentren asentados en el territorio a la fecha de publicación de la 
presente ordenanza continuarán funcionando como restringidos durante el año 
fiscal de publicación, posterior a ello, en el plazo de 36 meses de iniciado el siguiente 
año fiscal, deberán reubicarse en sitios que la presente ordenanza lo permita. Los 
usos de suelo restringidos en la zonificación de uso y ocupación del suelo y que se 
encuentren asentados en el territorio a la fecha de publicación de la presente 
ordenanza, en el plazo de 12 meses a partir de la publicación de la presente 
ordenanza realizarán las adecuaciones pertinentes para seguir funcionando”. 
 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 

Única. - La Dirección de Gestión Territorial se encargará de emitir los permisos de uso 
de suelo que sean beneficiados del artículo anterior, con la aclaratoria de que las 
disposiciones finales de reubicación las tendrá la actualización de la ordenanza del 
PDOT y PUGS de 2024. 

 
DISPOSICIONES FINALES 

 
Única. - La presente ordenanza entrará en vigencia a partir de su aprobación y 
posterior sanción por parte del ejecutivo sin perjuicio de su publicación en el Registro 
Oficial y demás medios institucionales. 
 
Dado y firmado en la sala de sesiones del Gobierno Autónomo Descentralizado 
Municipal del cantón Latacunga, a los veinte y cuatro días del mes abril del año 2024. 
 
 
 
 
 
Dr. Fabricio Tinajero Jiménez                              Abg. Diego Morales Alarcón 
ALCALDE DEL CANTÓN LATACUNGA                 SECRETARIO GENERAL 
 
El suscrito Secretario General del Gobierno Autónomo Descentralizado Municipal del 
cantón Latacunga CERTIFICA que la presente SEGUNDA ORDENANZA REFORMATORIA 
A LA ORDENANZA QUE APRUEBA LA ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE DESARROLLO Y 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y LA ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE USO Y GESTIÓN DEL 
SUELO DEL CANTÓN LATACUNGA, fue discutida y aprobada en la Cámara Edilicia en 
sesión ordinaria realizada el miércoles 10 de abril de 2024 y en sesión ordinaria 
realizada el 24 de abril de 2024. 
 
 
 
 
 
Abg. Diego Morales Alarcón  
ECRETARIO GENERAL 

Firmado electrónicamente por:

DIEGO ORLANDO
MORALES ALARCON

Firmado electrónicamente por:

DIEGO ORLANDO
MORALES ALARCON

Firmado electrónicamente por:

CRISTIAN FABRICIO
TINAJERO JIMENEZ
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SECRETARIA DEL CONCEJO DEL GAD MUNICIPAL DEL CANTÓN LATACUNGA.- 
Aprobada que ha sido la presente SEGUNDA ORDENANZA REFORMATORIA A LA 
ORDENANZA QUE APRUEBA LA ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE DESARROLLO Y 
ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y LA ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE USO Y GESTIÓN DEL 
SUELO DEL CANTÓN LATACUNGA, de conformidad con el Art. 322 del Código 
Orgánico de Organización Territorial y Descentralización, remítase el presente 
Cuerpo Normativo al señor Alcalde del cantón, a efecto de que lo sancione u 
observe.- Latacunga, 25 de abril de 2024. 
 
 
 
 
 
Abg. Diego Morales Alarcón  
SECRETARIO GENERAL 
 
 
 
ALCALDÍA DEL CANTÓN LATACUNGA. - De conformidad con lo prescrito en el Art. 324 
del Código Orgánico de Organización Territorial, autonomía y Descentralización, 
sancionó lo presente SEGUNDA ORDENANZA REFORMATORIA A LA ORDENANZA QUE 
APRUEBA LA ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE DESARROLLO Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL 
Y LA ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE USO Y GESTIÓN DEL SUELO DEL CANTÓN 
LATACUNGA, para su promulgación. - Notifíquese. - Latacunga, 25 de abril de 2024. 
 
 
 
 
 
Dr. Fabricio Tinajero Jiménez  
ALCALDE CANTÓN LATACUNGA. 
 
 
CERTIFICACIÓN.-  El suscrito Secretario General del Gobierno Autónomo 
Descentralizado Municipal del cantón Latacunga, certifica que el señor Alcalde 
sanciono la SEGUNDA ORDENANZA REFORMATORIA A LA ORDENANZA QUE APRUEBA 
LA ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE DESARROLLO Y ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y LA 
ACTUALIZACIÓN DEL PLAN DE USO Y GESTIÓN DEL SUELO DEL CANTÓN LATACUNGA, en 
la fecha señalada. - Lo Certifico. - Latacunga, 25 de abril de 2024. 
 
 
 
 
 
Abg. Diego Morales Alarcón  
SECRETARIO GENERAL 
 

Firmado electrónicamente por:

DIEGO ORLANDO
MORALES ALARCON

Firmado electrónicamente por:

DIEGO ORLANDO
MORALES ALARCON

Firmado electrónicamente por:

CRISTIAN FABRICIO
TINAJERO JIMENEZ
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EL CONSEJO PROVINCIAL DEL GOBIERNO AUTÓNOMO 

DESCENTRALIZADO PROVINCIAL DE COTOPAXI 
 

CONSIDERANDO 
 

Que, el artículo 76, numeral 1) de la Constitución de la República del Ecuador 
indica: En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones, 
“Corresponde a toda autoridad administrativa o judicial, garantizar el 
cumplimiento de las normas y los derechos de las partes;  
 
Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador indica: as 
instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o 
servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal, 
ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la 
Constitución y la ley. Tendrán el deber de coordinar acciones para el 
cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de los derechos 
reconocidos en la Constitución;  
 
Que, el artículo 227, Sección Segunda de la Constitución de la República del 
Ecuador indica: a administración pública constituye un servicio a la colectividad 
que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, 
desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, 
evaluación y transparencia;  
 
Que, el artículo 238 de la Constitución de la República del Ecuador indica: os 
Gobiernos autónomos descentralizados gozarán de autonomía política, 
administrativa y financiera, y se regirán por los principios de solidaridad, 
subsidiaridad, equidad interterritorial, integración y participación ciudadana. En 
ningún caso el ejercicio de la autonomía permitirá la secesión del territorio 
nacional;  
 
Que, el artículo 5 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización COOTAD indica: La autonomía política, administrativa y 
financiera de los gobiernos autónomos descentralizados y regímenes especiales 
previstas en la Constitución comprende el derecho y la capacidad efectiva de 
estos niveles de gobierno para regirse mediante normas y órganos de gobierno 
propios en sus respectivas circunscripciones territoriales, bajo su 
responsabilidad, sin intervención de otro nivel de gobierno y en beneficio de sus 
habitantes ;  
 
Que, el artículo 7 del Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y 
Descentralización COOTAD indica: ara el pleno ejercicio de sus competencias 
y de las facultades que de manera concurrente podrán asumir, se reconoce los 
consejos regionales y provinciales, concejos metropolitanos municipales la 
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capacidad dictar normas de carácter general a través de ordenanzas, acuerdos, 
resoluciones, aplicables dentro de su circunscripción territorial;  
 
Que, en el Registro Oficial Suplemento N° 31 del 07 de julio del 2017, se publica 
el Código Orgánico Administrativo, que en su disposición final establece que 
entrará en vigencia luego de transcurridos doce meses, contados a partir de su 
publicación en el Registro Oficial; 
 
Que, el artículo 42 numeral 7 del Código Orgánico Administrativo indica: “Este 
cuerpo normativo se aplicará en los procedimientos administrativos especiales 
para el ejercicio de la potestad sancionadora;  
 
Que, el artículo 134 del Código Orgánico Administrativo indica: Los 
procedimientos para el ejercicio de la potestad sancionadora y la ejecución 
coactiva son especiales y se regulan en el Libro Tercero de este Código;   
 
Que, el artículo 248 del Código Orgánico Administrativo reconoce las garantías 
del procedimiento sancionador y dice que el ejercicio de la potestad 
sancionadora requiere procedimiento legalmente previsto y se observara: 1. En 
los procedimientos sancionadores se dispondrá la debida separación entre la 
función instructora y la sancionadora, que corresponderá a servidores públicos 
distintos; 2. En ningún caso se impondrá una sanción sin que se haya tramitado 
el necesario procedimiento; 3. El presunto responsable por ser notificado de los 
hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir 
y de las sanciones que, en su caso, se le pueda imponer, así como de la 
identidad del instructor, de la autoridad competente para imponer la sanción y de 
la norma que atribuya tal competencia; 4. Toda persona mantiene su estatus 
jurídico de inocencia y debe ser tratada como tal, mientras no exista un acto 
administrativo firme que resuelva lo contrario; 
 
Que, es preciso evitar que las actividades de control que ejerce la administración 
en los distintos ámbitos de acción sean afectadas por la inobservancia de las 
normas del debido proceso, por parte de los funcionarios responsables del 
ejercicio de la potestad sancionadora; 
 
Que, es necesario actualizar el contenido de algunas ordenanzas provinciales 
que otorgan a funcionarios facultades sancionadoras; evitando por otra parte que 
tales funcionarios se constituyan en jueces de sus propias actuaciones 
administrativas; y, asegurando el debido proceso se requiere dotar al Gobierno 
Autónomo Descentralizado Provincial de Cotopaxi, de un sistema integrado, para 
la aplicación del procedimiento administrativo sancionador; 
 
Que, si bien las gestiones de la Prefectura han venido ejerciendo la facultad 
sancionadora, en aplicación del Código Orgánico Administrativo, en especial a 
la debida separación entre la función instructora y la sancionadora contemplada 
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en este código, se considera necesario una reorganización de las funciones que 
intervienen en el ejercicio de la potestad sancionadora; y, 
 
En uso de las atribuciones contempladas en el artículo 47 literal a) que guarda 
concordancia con el artículo 322 del Código Orgánico de Organización 
Territorial, Autonomía y Descentralización. 
 

Expide la: 
 

ORDENANZA QUE DETERMINA EL RÉGIMEN ADMINISTRATIVO DEL 
SISTEMA DE JUSTICIA INTEGRADO DEL GOBIERNO AUTÓNOMO 
DESCENTRALIZADO PROVINCIAL DE COTOPAXI. 
 
 

CAPÍTULO I 
Del objeto, ámbito de aplicación y normas generales 

 
Artículo 1.- Objeto. - La presente Ordenanza tiene por objeto establecer y 
regular las bases del sistema de justicia integrado del GAD Provincial de 
Cotopaxi, para el ejercicio de la potestad sancionadora mediante las funciones 
de inspección, de instrucción, de sanción y ejecución en los procedimientos 
sancionadores.
 
Articulo 2.- Principios. - En la ejecución del procedimiento sancionador se 
observarán los siguientes principios: tipicidad, irretroactividad, responsabilidad, 
proporcionalidad, presunción de inocencia, debido proceso y separación entre 
instrucción y sanción. 
 
Articulo 3.- Ámbito de aplicación. - El sistema de justicia integrado del GAD 
Provincial de Cotopaxi, previsto en esta Ordenanza, será aplicable en la 
circunscripción territorial de la provincia de Cotopaxi. 
 
Artículo 4.- Deber de colaboración. - Los servidores y funcionarios públicos del 
GAD Provincial de Cotopaxi, tienen el deber y la obligación de colaborar para el 
adecuado ejercicio de las funciones que conforman el sistema de justicia 
integrado; la falta de colaboración e incumplimiento será sancionada conforme 
la Ley Orgánica de Servicio Público. 
 
Artículo 5.- Sujetos de control. - Están sujetos al sistema de justicia integrado 
del GAD Provincial de Cotopaxi, establecido en esta Ordenanza los siguientes: 
 
1. Personas jurídicas y naturales que por cuenta propia o a nombre y 
representación de terceros, incurran en una acción u omisión calificada como 
infracción administrativa en la normativa expedida por el GAD Provincial de 
Cotopaxi. 
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2. Las personas naturales que promuevan, permitan o provoquen de cualquier 
modo la actividad, proyecto, actuación o conducta que constituya u origine la 
infracción administrativa prevista en la normativa expedida por el GAD Provincial 
de Cotopaxi. 
 
3. Las personas naturales que, ya como dependientes de otra persona natural o 
jurídica o por cualquier otra vinculación sin relación de dependencia, tienen a 
cargo por razones de hecho o de derecho el cumplimiento de los deberes y 
obligaciones previstos en la normativa expedida por el GAD Provincial de 
Cotopaxi. 
 
4. Las entidades colaboradoras que incurran en una acción u omisión calificada 
como infracción administrativa en la normativa expedida por el GAD Provincial 
de Cotopaxi. 
 
Cuando concurran distintas personas en la autoría de la misma infracción 
administrativa, sin que resulte posible deslindar la participación efectiva de cada 
una de ellas, la responsabilidad administrativa será solidaria. 
 
 

CAPÍTULO II 
Del sistema de justicia integrado 

 
Artículo 6.- Integración. - El sistema de justicia integrado se encuentra 
compuesto por las funciones de: inspección, instrucción, sanción y ejecución, 
que intervienen en el ámbito de sus competencias en los procedimientos 
sancionadores.  
 
Artículo 7.- Función de inspección. - Será desempeñado por los servidores 
públicos técnicos en cada materia, con experiencia y probidad de las Gestiones 
o Unidades, a las que corresponda la aplicación de ordenanzas que se 
encuentren en el ámbito de su gestión, encargados de la inspección y verificación 
de la presunta infracción en sitio, formalizada en el respectivo informe, facultados 
para adoptar medidas provisionales de protección de conformidad con la ley. 
 
Artículo 8.- Función de instrucción. - Será desempeñada por servidores 
públicos profesionales en derecho, con experiencia en materia administrativa y 
probidad, encargados de la instrucción del procedimiento sancionador, 
facultados para confirmar, modificar o levantar las medidas provisionales de 
protección, y/o adoptar medidas cautelares de conformidad con la ley. 
 
Articulo 9.- Función de sanción. - Será desempeñado por los servidores 
públicos profesionales en derecho, con experiencia en materia administrativa y 
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probidad, encargados de resolver el procedimiento sancionador de conformidad 
con la ley. 
 
Articulo 10.- Función de ejecución. - Será desempeñado por los servidores 
públicos técnicos, de las Gestiones o Unidades que corresponda la ejecución en 
el ámbito de su gestión, encargados de la ejecución de las resoluciones emitidas 
dentro del procedimiento sancionador y que han causado estado en vía 
administrativa. 
 
Artículo 11.- Responsabilidad. - Los funcionarios públicos encargados del 
desempeño de las funciones que conforman el sistema de justicia integrado del 
GAD Provincial de Cotopaxi, en el ámbito de su gestión, serán responsables por 
las acciones u omisiones en ejercicio de su potestad pública, quienes 
responderán, de ser el caso, administrativa, civil y penalmente. 
 
Artículo 12.- Impugnación. - Le corresponde el conocimiento y resolución de 
los recursos de apelación y extraordinario de revisión previsto en la Ley, a la 
máxima autoridad administrativa del GAD Provincial de Cotopaxi, recursos que 
deben ser interpuestos ante el mismo órgano que expidió el acto administrativo 
sancionador, para ante el superior. 
 
El acto expedido por la máxima autoridad administrativa solo puede ser 
impugnado en vía judicial conforme la Ley. 
 
Artículo 13.- Coordinación. - El sistema de justicia integrado será coordinado 
por Procuraduría Síndica, con conocimientos y experiencia en materia 
administrativa que, para el ejercicio de sus funciones, estará facultado para 
solicitar informes, dar seguimiento y verificación de las actuaciones y 
responsabilidades de los funcionarios que integran este sistema. 
 
 

CAPÍTULO III 
Del ejercicio de la potestad sancionadora 

 
SECCIÓN I 

De la inspección 
 
Artículo 14.- De la Inspección y el Alcance. - Se entiende por inspección, el 
conjunto de actividades de verificación y observación que requieren pruebas 
técnicas, de ser el caso, para la determinación de los datos o hechos que 
constituyen presunta infracción administrativa a ser informados a la función 
instructora. 
 
La inspección incluye el ejercicio de todas las atribuciones y deberes necesarios 
que incluye la comprobación y control del cumplimiento de la normativa provincial 
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vigente, la cual debe practicarse de oficio, por acuerdo del órgano competente, 
por propia iniciativa o como consecuencia de orden superior, petición razonada 
de otros órganos o denuncia; la presunta infracción será determinada en el 
informe técnico, será puesta en conocimiento de la función de instrucción del 
Sistema de Justicia Integrado del GAD Provincial de Cotopaxi. 
 
Articulo 15.- Informe técnico. - Sin perjuicio de la facultad de requerir para 
revisión, la entrega de documentación e información al sujeto presuntamente 
infractor, la actuación de la inspección se desarrollará, principalmente, mediante 
visita en sitio a los centros, lugares, cosas y/o actividades objeto de infracción. 
 
Por cada visita de inspección que se realice, el personal actuante deberá levantar 
el informe técnico correspondiente, en el que se expresará su análisis, que podrá 
ser: 
 
a) De conformidad. 
b) De obstrucción al personal inspector. 
c) De infracción, cuando los hechos consisten en la inobservancia de las normas 
previstas en el ordenamiento provincial. 
 
Articulo 16.- Contenido del informe técnico. - El informe técnico deberá ser 
estandarizado en el respectivo formato, por cada gestión o unidad que 
corresponda la aplicación de ordenanzas en el ámbito de su competencia y 
contendrá: 
 
1. Los datos identificativos del presunto infractor, del centro, lugar, cosa y/o 
actividad objeto de la presunta infracción, la fecha y hora de la visita, los hechos 
constatados y los nombres y apellidos del o los inspectores actuantes. 
 
2. Se destacará, adicionalmente los hechos relevantes a efectos de tipificación 
de la infracción y graduación de la sanción, sin perjuicio de lo que resultare de la 
posible instrucción del Procedimiento sancionador. 
 
3. Los administrados están en la obligación de presentar al inspector la 
documentación o información de descargo, con el fin de elaborar el respectivo 
informe técnico para su archivo o continuación del procedimiento sancionador. 
 
4. Si de la inspección se aprecia la existencia de elementos de riesgo inminente 
a las personas, bienes o ambiente, el Inspector podrá adoptar medidas 
provisionales oportunas establecidas y de conformidad con la Ley, siempre 
cuando concurran las siguientes condiciones: que se trate de una medida 
urgente; que sea necesaria y proporcionada; y, que la motivación no se 
fundamente en meras afirmaciones. 
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Las medidas provisionales serán confirmadas, modificadas o levantadas en la 
decisión de iniciación del procedimiento sancionador, término que no podrá ser 
mayor a diez días desde su adopción. 
 
Las medidas provisionales adoptadas quedan sin efecto si no se inicia el 
procedimiento sancionador en el término previsto en el párrafo anterior, o si la 
resolución de iniciación no contiene un pronunciamiento expreso acerca de las 
mismas. 
 
Articulo 17.- Notificación del informe técnico. - La recepción de la notificación 
deberá ser firmada por el administrado o el sujeto de control; en caso de existir 
negativa por parte de las personas anteriormente citadas a firmar la notificación, 
el inspector lo hará constar mediante la respectiva razón, con expresión de los 
motivos. En caso de ausencia, la notificación se fijará en el lugar, cosa y/o 
actividad objeto de la infracción por dos ocasiones en días distintos. La firma, la 
razón de negativa o la colocación por dos ocasiones, misma que será para 
conocimiento del administrado de la presunta infracción, en ningún caso 
implicará la aceptación del contenido. 
 
Del informe levantado se entregará copia al inspeccionado, teniendo los efectos 
de notificación. 
 
Articulo 18.- Valor probatorio del informe técnico. - El informe técnico 
extendido con arreglo a los requisitos señalados en los artículos anteriores y 
reproducido en la instrucción del procedimiento sancionador, tendrá valor 
probatorio respecto a los hechos reflejados en ellos, constatados personalmente 
por el inspector actuante; sin perjuicio de las pruebas que, en defensa de sus 
derechos o intereses puedan señalar o aportar los interesados. 
 

SECCIÓN II 
De la instrucción 

 
Artículo 19.- Inicio. - El procedimiento sancionador se inicia de oficio, por 
acuerdo del órgano competente, bien por propia iniciativa o como consecuencia 
de orden superior, petición razonada de otros órganos o denuncia, formalizados 
mediante el respectivo informe técnico. 
 
La iniciación de los procedimientos sancionadores se formaliza con un acto 
administrativo de inicio, expedido por el instructor que resulte competente. 
 
Artículo 20.- Medidas cautelares. - En el acto administrativo de inicio, sí existen 
elementos de juicio suficientes, de oficio o a petición de persona interesada, el 
instructor puede adoptar medidas cautelares establecidas de conformidad con la 
Ley, sin perjuicio de las que se puedan ordenar durante el procedimiento, estas 



Jueves 16 de mayo de 2024 Edición Especial Nº 1573 - 

44 

medidas deben ser proporcionales y oportunas con el objeto de asegurar la 
eficacia de la resolución. 
 
Las medidas cautelares pueden ser modificadas o revocadas, de oficio o a 
petición de persona interesada, durante la tramitación del procedimiento 
sancionador, en virtud de circunstancias imprevistas o que no pudieron ser 
consideradas en el momento de su adopción. 
 
La caducidad del procedimiento sancionador establecido en la Ley, extingue la 
medida cautelar previamente adoptada. 
 
El acto administrativo que disponga la adopción de medidas cautelares 
destinadas a asegurar la eficacia de la resolución adoptada, se puede ejecutar 
sin notificación previa. 
 
Artículo 21.- Contenido del acto administrativo de inicio. - El acto 
administrativo de inicio tiene como contenido mínimo lo siguiente: 
 
1. Identificación de la persona o personas naturales o jurídicas presuntamente 
responsables o el modo de identificación, sea en referencia al establecimiento, 
objeto u objetos relacionados con la infracción o cualquier otro medio disponible. 
 
2. Relación de los hechos, sucintamente expuestos, que motivan el inicio del 
procedimiento sancionador, su posible calificación y las sanciones que puedan 
corresponder. 
 
3. Detalle de los informes y documentos que se consideren necesarios para la 
tipificación de la presunta infracción para el esclarecimiento del hecho. 
 
4. Determinación del órgano competente para la resolución del caso y norma que 
le atribuya tal competencia. 
 
5. Se le informará al inculpado su derecho a formular alegaciones y a la 
argumentación final en el procedimiento y de los plazos para su ejercicio. 
 
Artículo 22.- Notificación del acto de iniciación. - El acto administrativo de 
inicio se notificará de conformidad con la Ley, en el término de tres días a partir 
de la fecha en que se dictó, con todo lo actuado, al órgano peticionario, al 
denunciante y a la persona inculpada. Salvo que se requiera la colaboración 
personal en el procedimiento, la notificación de inicio del procedimiento será la 
última que se curse a peticionario o al denunciante, si ha fijado su domicilio de 
conformidad con la Ley. 
 
En el caso de que la o el inculpado no conteste el acto administrativo de inicio 
en el término de diez días, el instructor emitirá el correspondiente dictamen, 
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cuando tenga un pronunciamiento preciso acerca de la responsabilidad 
imputada. 
 
En caso de infracciones administrativas flagrantes, el acto de inicio se 
incorporará en una boleta, adhesivo o cualquier otro instrumento disponible que 
se entregará a la o al presunto infractor o se colocará en el objeto materia de la 
infracción o el lugar en el que se produce. 
 
Articulo 23.- Reconocimiento de responsabilidad y pago voluntario. - Si la 
o el infractor reconoce su responsabilidad, se puede resolver el procedimiento, 
con la imposición de la sanción. En caso de que la o el inculpado reconozca su 
responsabilidad y acredite este hecho en el expediente se puede obtener las 
reducciones o las excepciones previstas en la normativa provincial. 
 
El cumplimiento voluntario verificado por el servidor público competente de la 
sanción atribuible al tipo de infracción por parte de la o del inculpado, en 
cualquier momento anterior a la resolución, implica la terminación del 
procedimiento. 
 
Articulo 24.- Comunicación de indicios de infracción. - Cuando en cualquier 
fase del procedimiento sancionador, el instructor considere que existen 
elementos de juicio indicativos de la existencia de otra infracción administrativa, 
lo remitirá documentadamente al inspector de la gestión o unidad que considere 
competente. 
 
Articulo 25.- Actuaciones de instrucción. - La o el inculpado dispone de un 
término de diez días para alegar, aportar documentos o información que estime 
conveniente y solicitar la práctica de las diligencias probatorias. Así mismo, 
podría reconocer su responsabilidad y corregir su conducta. 
 
La o el instructor realizará de oficio las actuaciones que resulten necesarias para 
el examen de los hechos, recabando los datos e información que sean relevantes 
para determinar la existencia de responsabilidades susceptibles de sanción. 
 
Articulo 26.- Prueba. - En el procedimiento administrativo sancionador, la carga 
de la prueba corresponde a la administración pública, salvo en lo que respecta a 
los eximentes de responsabilidad. 
 
Recibidas las alegaciones o transcurrido el término de diez días, el órgano 
instructor evacuará la prueba que haya admitido, hasta el cierre del periodo de 
instrucción. 
 
Los hechos constatados por los servidores públicos y que se formalicen en 
documento público observando los requisitos legales pertinentes, tienen valor 
probatorio independientemente de las pruebas que, en defensa de los 
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respectivos derechos o intereses, puedan señalar o aportar los inculpados. 
Iguales valores probatorios tienen las actuaciones de los sujetos a los que el 
GAD Provincial de Cotopaxi, les haya encomendado tareas de colaboración en 
el ámbito de la inspección, auditoria, revisión o averiguación, aunque no 
constituyan documentos públicos de conformidad con la ley. 
 
Se practicarán de oficio o a petición de la o del inculpado las pruebas necesarias 
para la determinación del hecho y responsabilidad. Solo pueden declararse 
improcedentes aquellas pruebas que, por su relación con los hechos, no puedan 
alterar la resolución final a favor de la o el presunto responsable. 
 
Articulo 27.- Dictamen. - Si el instructor considera que existen elementos de 
convicción suficientes, dispondrá de un término de 15 días, contados a partir de 
la evacuación de todas las pruebas admitidas; el dictamen que contendrá: 
 
1. La determinación de la infracción, con todas sus circunstancias. 
2. Nombres y apellidos de la o el inculpado. 
3. Los elementos en los que se funda la instrucción. 
4. La disposición legal que sanciona el acto por el que se le inculpa. 
5. La sanción que se pretende imponer. 
6. Las medidas cautelares adoptadas. 
 
Si no existen los elementos suficientes para seguir con el trámite del 
procedimiento sancionador, el instructor podrá determinar en su dictamen la 
inexistencia de responsabilidad. 
 
El dictamen se remitirá inmediatamente al servidor sancionador competente para 
resolver el procedimiento, junto con todos los documentos, alegaciones e 
información que obren en el mismo, que formarán parte de un expediente 
debidamente foliado. 
 
Articulo 28.- Modificación de los hechos, calificación, sanción o 
responsabilidad. - Si como consecuencia de la instrucción del procedimiento 
resulta modificada la determinación inicial de los hechos, de su posible 
calificación, de las sanciones imposibles o de las responsabilidades susceptibles 
de sanción, se notificará todo ello, a la o al inculpado en el dictamen. 
 
En este supuesto, la o el instructor expedirá nuevo acto de inicio, dispondrá la 
reproducción integra de las actuaciones efectuadas y ordenará el archivo del 
procedimiento que le precede. 
 
Artículo 29.- Prohibición de concurrencia de sanciones. - La responsabilidad 
administrativa se aplicará en los términos previstos en esta Sección, 
independientemente de la responsabilidad civil o penal a que haya lugar por la 
acción u omisión de la que se trate. 
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Nadie puede ser sancionado administrativamente dos veces, en los casos en 
que se aprecie identidad objetiva y subjetiva. 
 
En el caso de detectarse que la acción u omisión constituya adicionalmente una 
infracción penal tipificada por el ordenamiento jurídico vigente, el instructor, sin 
perjuicio de remitir al sancionador para que resuelva y aplique la sanción 
administrativa respectiva, debe remitir el expediente administrativo sancionador 
a la autoridad competente, con la denuncia correspondiente. 
 

SECCIÓN III 
De la sanción 

 
Artículo 30.- Resolución Administrativa.- El servidor sancionador que resulte 
competente, en el término máximo de 15 días, contados a partir de la recepción 
del dictamen del instructor, en casos concretos, cuando el número de personas 
interesadas o la complejidad del asunto exija un término superior para resolver, 
se puede ampliar el plazo hasta un mes; contra la decisión que resuelva sobre 
la ampliación de plazos, que debe ser notificada a los interesados, no cabe 
recurso alguno; resolverá motivadamente sobre la comisión de la infracción y la 
sanción a ser aplicada. 
 
Articulo 31.- Contenido de la resolución. - El acto administrativo que resuelve 
el procedimiento sancionador, además de cumplir los requisitos previstos en la 
Ley, incluirá:  
 
1. La determinación de la persona responsable. 
2. La singularización de la infracción cometida. 
3. La valoración de la prueba practicada. 
4. La sanción que se impone o la declaración de inexistencia de la infracción o 
responsabilidad. 
5. Las medidas cautelares necesarias para garantizar su eficacia. 
 
En la resolución no se pueden aceptar hechos distintos a los determinados en el 
curso del procedimiento. 
 
Tratándose de sanciones pecuniarias, en la misma resolución dispondrá la 
emisión del correspondiente título de crédito. El acto administrativo es ejecutivo 
desde que causa estado en la vía administrativa. 
 
La resolución, con la advertencia expresa de que, en caso de incumplimiento se 
procederá a la compulsión y la imposición de las multas coercitivas o cualquier 
otra medida de apremio que corresponda, deberá ser notificada al infractor en el 
término de tres días a partir de la fecha en que se dictó. 
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SECCIÓN IV 
De ejecución 

 
Artículo 32.- Competencia de ejecución. - La ejecución de las resoluciones 
que han causado estado, legalmente le corresponde al servidor designado para 
el efecto, de la gestión o unidad de dónde provino el informe técnico de 
inspección, quienes por la naturaleza de su accionar y en razón de la materia 
deben cumplir con la ejecución. 
 
El ejecutor adoptará los medios de ejecución forzosa necesarios para el 
cumplimiento de las resoluciones sancionatorias, pudiendo inclusive solicitar el 
auxilio de la Fuerza Pública. 
 
Artículo 33.- Ejercicio de la ejecución forzosa. - Los medios de ejecución 
forzosa previstos en la Ley y en esta Ordenanza, se emplearán, únicamente, 
cuando el destinatario de la resolución sancionatoria no cumpla voluntariamente 
con la obligación derivada del mismo. 
 
Articulo 34.- Aplicación de los medios de ejecución forzosa. - En la 
aplicación de los medios de ejecución, debe respetarse los derechos 
constitucionales de las personas y el principio de proporcionalidad, optando, en 
todo caso, por el medio menos gravoso que sirva para cumplir la resolución 
sancionatoria. 
 
Si para la ejecución de lo resuelto es necesario entrar en el domicilio del 
afectado, el funcionario ejecutor debe obtener el consentimiento del mismo o la 
autorización judicial. 
 
Articulo 35.- Medios de ejecución forzosa. - La resolución sancionatoria se 
ejecuta, únicamente, a través de los siguientes medios: 
 
1. Ejecución sobre el patrimonio. 
2. Ejecución sustitutoria. 
3. Multa compulsoria. 
4. Coacción sobre las personas. 
 
Artículo 36.- Ejecución sobre el patrimonio. - Si en virtud de la resolución 
sancionatoria, la persona ejecutada debe satisfacer una determinada cantidad 
de dinero, se seguirá el procedimiento de ejecución coactiva previsto en la Ley. 
 
Artículo 37.- Ejecución sustitutoria. - Cuando se trate de una resolución 
sancionatoria que implique una obligación de hacer, que pueda ser realizado por 
persona distinta de la obligada, el servidor público ejecutor por si o a través de 
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otros, puede ejecutar en forma sustitutoria, los actos que la obligada no ha 
cumplido. 
 
La persona obligada debe pagar los gastos generados por esta actividad de 
ejecución, con un recargo del 20% más el interés legal hasta la fecha del pago y 
la indemnización por los daños derivados del incumplimiento de la obligación 
principal. 
 
Artículo 38.- Multa compulsoria y clausura de establecimientos. - El 
funcionario ejecutor puede imponer multas compulsorias, así como clausurar 
establecimientos, a efecto de exigir el cumplimiento de la resolución 
sancionatoria. 
 
Estas multas se aplicarán de forma proporcional y progresiva hasta lograr el 
cumplimiento efectivo de la resolución sancionatoria. 
 
Ni las multas compulsorias, ni la clausura podrán considerarse como sustitución 
de la resolución sancionatoria por ejecutarse. 
 
La multa compulsoria es independiente de las sanciones que puedan imponerse 
con tal carácter y compatible con ellas. 
 
Articulo 39.- Compulsión sobre las personas. - La resolución sancionatoria, 
que imponga una obligación de no hacer o de soportar, puede ser ejecutada por 
compulsión directa en los casos en que la ley lo autorice, con el debido respeto 
a la dignidad de la persona ejecutada y los derechos reconocidos en la 
Constitución. 
 
 

CAPÍTULO IV 
 
Articulo 40.- Recursos. - El administrado podrá ejercer el derecho de 
impugnación mediante la interposición de los recursos y con las formalidades 
previsto en la Ley. 
 
Articulo 41.- Anotación y cancelación. - Las sanciones firmes que han 
causado estado en vía administrativa, sea cual fuere su clase y naturaleza serán 
anotadas en un Registro Público. 
 

DISPOSICIONES GENERALES 
 
PRIMERA. - En todo lo que no estuviere previsto en la presente Ordenanza, 
especialmente en cuanto a procedimientos, se aplicara las disposiciones del 
Código Orgánico Administrativo. 
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SEGUNDA. - Sin perjuicio de la promulgación y entrada en vigencia de esta 
Ordenanza, el ejecutivo del GAD Provincial de Cotopaxi, elaborará los 
reglamentos que sean necesarios, para una mejor aplicación del presente 
cuerpo normativo. 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 
PRIMERA. - EI GAD Provincial de Cotopaxi efectuará las asignaciones y 
transferencias presupuestarias que se requieran para el funcionamiento del 
sistema de justicia integrado. 
 
SEGUNDA. - Transfiérase las responsabilidades, presupuesto y más medios de 
las gestiones o unidades del GAD Provincial de Cotopaxi, que se encuentren 
ejerciendo las potestades materia de esta Ordenanza, vigentes a la fecha de su 
promulgación, al ámbito del sistema de justicia integrado. 
 
TERCERA. - La implementación del sistema de justicia integrado del GAD 
Provincial de Cotopaxi, en lo que respecta a su estructuración orgánico funcional, 
procesos, recursos humanos y más medios, estará bajo la responsabilidad de la 
Gestión de Talento Humano y Procuraduría Síndica. 

 
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA  
 

ÚNICA. - Quedan derogadas todas las disposiciones de las Ordenanzas 
provinciales que regulen procedimientos administrativos sancionatorios”.  
 
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 
La presente Ordenanza entrará en vigencia una vez publicada en el Registro 
Oficial, Página Web Institucional y Gaceta Oficial. 
 
Dado y firmado, en la ciudad de Latacunga, provincia de Cotopaxi, a los 26 días 
del mes de abril de 2024. 
 
Regístrese, notifíquese y cúmplase  
 
 
 

 
Lourdes Tibán Guala  

PREFECTA DE LA PROVINCIA DE COTOPAXI 
                                     

Firmado electrónicamente por:

LOURDES LICENIA
TIBAN GUALA
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Víctor Herrera Narváez  
SECRETARIO GENERAL DEL CONSEJO PROVINCIAL DEL 

GADP DE COTOPAXI 
 
 
 

CERTIFICACIÓN: 
 
Certifico que la Ordenanza que antecede, fue discutida y aprobada por el Pleno 
del Consejo Provincial del Gobierno Autónomo Descentralizado de la Provincia 
de Cotopaxi, en las sesiones ordinarias del 28 de marzo de 2024 y del 26 de abril 
de 2024, respectivamente. 
 
Latacunga, 30 de abril de 2024 
 
 
 
 
 

Víctor Herrera Narváez  
SECRETARIO GENERAL DEL CONSEJO PROVINCIAL DEL 

GADP DE COTOPAXI     
 
 
  
 

PREFECTURA DEL GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO DE LA 
PROVINCIA DE COTOPAXI. - Latacunga a 02 de mayo de 2024, las 14:30.- 
Vista la Ordenanza, aprobada en primero y segundo debate por el Pleno del 
Consejo Provincial, en las sesiones ordinarias del 28 de marzo de 2024 y del 26 
de abril de 2024, respectivamente, remitida por la Secretaría General y al amparo 
de lo dispuesto en el Art. 322, inciso cuarto del COOTAD, SANCIONO 
favorablemente “EXPEDIR LA ORDENANZA QUE DETERMINA EL RÉGIMEN 
ADMINISTRATIVO DEL SISTEMA DE JUSTICIA INTEGRADO DEL 
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO PROVINCIAL DE 
COTOPAXI”,   por encontrarse acorde con la Constitución y las leyes; dispongo  
a las Gestiones del GADPC su cumplimiento, promulgación, publicación en la 
Gaceta oficial y página web de la Institución; y la publicación en el Registro 
Oficial, conforme lo dispone el Art. 324 del Código ibídem.- Ejecútese. 
 

Firmado electrónicamente por:

VICTOR MANUEL
HERRERA NARVAEZ

Firmado electrónicamente por:

VICTOR MANUEL
HERRERA NARVAEZ
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Dada y firmada, en el despacho de la Prefectura de la Provincia de Cotopaxi a 
los 02 días del mes de mayo de 2024.  
 
 

 
Lourdes Tibán Guala  

PREFECTA DE LA PROVINCIA DE COTOPAXI 
 

 
 
 

CERTIFICACIÓN: 
 
En mi calidad de Secretario General del Consejo Provincial del Gobierno 
Autónomo Descentralizado de la Provincia de Cotopaxi, CERTIFICO: que en 
virtud de la aprobación por el pleno del Consejo Provincial en las sesiones 
ordinarias del 28 de marzo de 2024 y del 26 de abril de 2024 respectivamente, 
sancionada el 02 de mayo de 2024, publicada y promulgada en la página web 
Institucional y Gaceta Oficial No. 02, del mes de mayo de 2024, según consta en 
los documentos que reposan en el archivo de Secretaría General de la 
Institución; “EXPEDIR LA ORDENANZA QUE DETERMINA EL RÉGIMEN 
ADMINISTRATIVO DEL SISTEMA DE JUSTICIA INTEGRADO DEL 
GOBIERNO AUTÓNOMO DESCENTRALIZADO PROVINCIAL DE 
COTOPAXI”, se encuentra sancionada. 
 
Latacunga, 02 de mayo de 2024. 
 
 
 
 
 
 

Víctor Herrera Narváez  
SECRETARIO GENERAL DEL CONSEJO PROVINCIAL DEL 

GADP DE COTOPAXI 

Firmado electrónicamente por:

VICTOR MANUEL
HERRERA NARVAEZ

Firmado electrónicamente por:

LOURDES LICENIA
TIBAN GUALA
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